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DIPUTACIÓN DE VALLADOLID

Servicio de Asistencia

y Asesoramiento a Municipios


Por señor Alcalde del Ayuntamiento de _________, se solicita de este Servicio de Asistencia y Asesoramiento a Municipios, informe jurídico sobre las cuestiones que a continuación se transcriben literalmente:

1- Si se puede expedir la certificación del domicilio de ex cónyuge, solicitado por ex marido.

2- Qué debe aportar el padre en relación con el empadronamiento de hija que no vive con él mismo, aunque afirma tener la patria potestad.

En primer lugar, debemos indicar, que el Padrón de Habitantes es como indica el artículo 16.1 de la Ley 7/1985 de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante LRBRL), el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio, teniendo las certificaciones que de dichos datos se expidan carácter de documento público y fehaciente para todos los efectos administrativos, siendo sus datos prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo. 

La legislación aplicable en torno al acceso a los datos contenidos en el Padrón municipal de habitantes, está formada por la ya mencionada LRBRL, por el Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Población y Demarcación Territorial, por la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre de Protección de datos (en adelante LOPD), puesto que el Padrón constituye un fichero a los efectos de la LOPD, y  los apartados 2 y 6 de la Resolución de 21 de julio de 1997 de la Subsecretaría, por la que se dispone la publicación de la Resolución de 4 de julio de la Presidenta del Instituto Nacional de Estadística y del Director General de Cooperación Territorial, por la que se dictan instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre actualización del Padrón Municipal.

Antes de entrar a analizar las cuestiones de fondo del asunto, es necesario exponer el régimen jurídico del acceso a los datos del padrón municipal.

 Así, el artículo 16.3 LRBRL establece que “Los datos del Padrón Municipal se cederán a otras Administraciones Públicas que lo soliciten sin consentimiento previo al afectado solamente cuando les sean necesarios para el ejercicio de sus respectivas competencias y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o el domicilio sean datos relevantes. También pueden servir para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en los términos previstos en la Ley 12/1989 de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública y en las leyes de estadística de las comunidades autónomas con competencias en la materia”.
Por otra parte, el artículo 53.2 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial, establece que “Los datos del padrón municipal se cederán a otras Administraciones públicas que lo soliciten sin consentimiento previo del afectado solamente cuando les sean necesarios para el ejercicio de sus respectivas competencias y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o el domicilio sean datos relevantes. También pueden servir para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en los términos previstos en la Ley 12/1989 de 9 de mayo de la  Función Estadística Pública. 

Fuera de estos supuestos, los datos del padrón son confidenciales y el acceso a los mismos se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1992 de 29 de octubre de Regulación del Tratamiento Automatizado de los Datos de Carácter Personal y en la Ley 30/1992 de 26 de noviembre de  Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.”

Además, y puesto que el padrón de habitantes es un fichero a  efectos de la LOPD, su acceso y por tanto su cesión de datos a terceros se rige por la citada LOPD. El artículo 11 de la misma, establece un régimen de acceso a los datos personales, en el que con carácter general “sólo podrán ser comunicados a un tercero para el cumplimiento de fines directamente relacionados con las funciones legítimas del cedente y del cesionario con el previo consentimiento del interesado”. Las excepciones a este consentimiento, son según el artículo 11.2:



a) Cesión autorizada en una ley. 



b) Cesión de datos recogidos de fuentes accesibles al público. 
c) Cesión consecuencia de la libre y legítima aceptación de una relación jurídica cuyo desarrollo, cumplimiento y control implique necesariamente la conexión de dicho tratamiento con ficheros de terceros, siendo en este caso la comunicación sólo será legítima en cuanto se limite a la finalidad que la justifique. 
d) Cesiones  al Defensor del Pueblo, el Ministerio Fiscal o los Jueces o Tribunales o el Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas e instituciones autonómicas equivalentes. 
e) Cesiones entre Administraciones públicas con fines históricos, estadísticos o científicos. 
f) Cesiones de datos de salud necesarios para solucionar una urgencia o para realizar estudios epidemiológicos en los términos establecidos en la legislación sanitaria.

Además, según el artículo 11.3 de la LOPD, será nulo el consentimiento para la comunicación de los datos de carácter personal a un tercero, cuando la información que se facilite al interesado no le permita conocer la finalidad a que destinarán los datos cuya comunicación se autoriza o el tipo de actividad de aquel a quien se pretenden comunicar. 
De todo lo expuesto se deduce que, aunque los datos del Padrón Municipal de Habitantes constituyen un documento público, no son públicos los datos que contiene por afectar al derecho de la intimidad de las personas, no pudiendo facilitarse sus datos a particulares no interesados, ya que el artículo 11.1 de la LOPD prohíbe toda cesión de datos personales que no venga precedida del consentimiento inequívoco del titular de los datos debiendo quedar acreditada en la autorización la finalidad a la que se destinarán los datos pues, en caso contrario el consentimiento será nulo según el artículo 11.3 de la LOPD, añadiendo el artículo 53.2 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial que estos datos son confidenciales, y que por tanto, no pueden facilitarse a particulares no interesados pues no son datos de libre acceso a los ciudadanos.

En este sentido, el artículo 6 de la Instrucción Técnica a los Ayuntamientos sobre actualización del Padrón Municipal de 21 de julio de 1997, establece que sólo existen tres tipos de interesados legítimos:

 -El propio vecino al que se refieren los datos padronales, pudiendo acceder el vecino a su información bien personalmente, o por medio de su representante, legal o voluntario.

- Las autoridades que estén al frente de alguna información pública que necesite información padronal en el ejercicio de sus competencias legales y para asuntos en los que la residencia o el domicilio sean datos relevantes.

- Los Jueces y Tribunales de Justicia.

En base a todo lo expuesto, y respondiendo a la primera de las cuestiones formuladas, podemos concluir que el Ayuntamiento no puede expedir la certificación del domicilio de ex cónyuge que ha sido solicitada por ex marido, por no ser éste el propio interesado sobre el que se solicitan los datos padronales, ni acreditar el consentimiento de su ex mujer.

Por lo que respecta a la segunda de las cuestiones planteadas, debemos indicar que el artículo 54.2 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial, dispone que “Los menores de edad no emancipados y los mayores incapacitados, tendrán la misma vecindad que los padres que tengan su guarda o custodia o, en su defecto, de sus representantes legales, salvo autorización por escrito de éstos para residir en otro municipio”.

 En relación a esta materia, el punto 2 de las Instrucciones técnicas sobre actualización del Padrón de Habitantes de 4 de julio de 1997, publicadas por Resolución de 21 de julio de 1997, remite en cuanto a representación de menores a las normas generales del Derecho Civil, citando al efecto el artículo 162 del Código Civil que establece  que “Los padres que ostenten la patria potestad tienen la representación legal de sus hijos menores no emancipados,”   indicando la citada Instrucción Técnica que en principio bastará con la presentación del Libro de Familia para reputar válida la representación de los hijos menores por cualquiera de sus padres. No obstante lo anterior, continúa estableciendo la Instrucción Técnica, que en los supuestos de separación o divorcio, corresponde la representación de los menores, a efectos padronales, a la persona que tenga confiada su guarda y custodia, lo que se deberá acreditar mediante copia de la correspondiente resolución judicial.

De lo expuesto, y respondiendo a la segunda de las cuestiones formuladas, concluimos que con carácter general bastará con que el padre presente el Libro de Familia para acreditar la representación del menor y solicitar un certificado de empadronamiento. No obstante lo anterior, en el caso de que el solicitante se encuentre en una situación de separación o divorcio, sólo ostentará la representación del menor emancipado a efectos padronales, y por tanto únicamente podrá obtener el certificado de empadronamiento de su hijo/a, si tiene confiada su guarda y custodia, lo que deberá acreditar presentando en el Ayuntamiento copia de la resolución judicial que establezca el régimen de la guarda y custodia del menor no emancipado.

Se emite el presente informe sin perjuicio de otro de mejor criterio fundado en derecho.

En Valladolid, a 13 de febrero de 2008.
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